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INTERVENCIÓN INICIAL DE ESPAÑA EN EPU 

2ª fase, 22ª sesión, 21 enero 2015, 9 a.m.

1. INTRODUCCIÓN: COMPROMISO DE ESPAÑA CON EL EPU
Señor presidente, es un placer para mí comparecer hoy ante el Consejo de Derechos Humanos para presentar el informe de España al segundo ciclo  del Examen Periódico Universal. 

Nuestro compromiso con este mecanismo ha sido claro desde su creación.  Otorgamos la máxima atención no sólo a nuestra participación como Estado examinado, sino también como Estado miembro de las Naciones Unidas. Convencidos de la universalidad del procedimiento, mi país viene  participando sistemáticamente en todas las sesiones que han tenido lugar anteriormente en esta sede. 

El Examen Periódico Universal constituye uno de los logros más significativos del Consejo de Derechos Humanos desde su creación en 2006. Como tal, ha contado y sigue contando con el apoyo firme de mi país, que lo considera un elemento esencial para valorar con periodicidad las políticas y legislaciones en materia de derechos humanos que adoptamos los Estados miembros de Naciones Unidas. Nos permite dialogar con todos los Estados acerca de su compromiso con el sistema universal de promoción y protección de los derechos humanos y, sobre todo, nos anima a seguir mejorando en el respeto y desarrollo de esos derechos. 

Permítanme citar aquí a modo de ejemplo de dicho compromiso el hecho de que España ha ratificado la inmensa mayoría de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, así como sus protocolos facultativos, está al día en la presentación de informes a los órganos de tratados, y mantiene una invitación abierta a todos los procedimientos especiales que deseen visitar nuestro país. Desde nuestro primer Examen Periódico Universal, en  2010, han hecho uso de esa invitación diferentes relatores y grupos de trabajo: 

· en enero de 2013, el Relator Especial sobre formas contemporáneas de racismo, Mutuma Ruteere,  
· en septiembre de 2013, el Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas, 
· en enero de 2014, el Relator Especial sobre derecho a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, Pablo de Greiff,
· y, en diciembre de 2014, el Grupo de Trabajo sobre discriminación de la mujer en la ley y en la práctica.
De todas estas visitas nos hemos beneficiado enormemente y todas han sido un incentivo para seguir mejorando. 

Pero nuestro compromiso con los derechos humanos no es sólo en el plano internacional, sino que es sobre todo un compromiso de carácter interno. Está plasmado, en primer lugar, en nuestra Constitución, pero también en nuestras leyes y en nuestras políticas públicas, que pretenden en todo momento, incluso en situaciones de grave crisis económica y financiera, como la que España ha sufrido en los últimos años, seguir cumpliendo los compromisos adquiridos en materia de respeto y promoción de los derechos humanos, como tendré la oportunidad de detallarles.  

Justamente porque en este examen se somete a escrutinio lo que España ha hecho estos últimos años en las diferentes áreas de Gobierno, comparezco hoy ante en este foro acompañado de una nutrida delegación. Acudo con representantes no sólo del Ministerio al que pertenezco, el de Asuntos Exteriores y de Cooperación, responsable de la elaboración del informe nacional, sino también de  otros departamentos ministeriales con competencias con impacto directo en la promoción y protección de los derechos humanos. Como muestra de  la importancia que mi país otorga al ejercicio de revisión al que hoy nos sometemos, están acompañándome hoy en la sala, además del personal de la Misión de España en Ginebra, con la Embajadora a la cabeza, representantes de los ministerios de: 

· Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad,

· Presidencia,

· Justicia,

· Interior,

· Educación, Cultura y Deporte, 

· Economía y Competitividad, 

· Hacienda y Administraciones Públicas.

2. PRESENTACIÓN DEL INFORME NACIONAL: ASPECTOS GENERALES
Señor Presidente, España somete hoy al Consejo de Derechos Humanos su segundo Examen Periódico Universal. 

2.1. Un ejercicio colectivo 

Al igual que en 2010, la elaboración del informe ha promovido un ejercicio de introspección, de coordinación entre los distintos departamentos involucrados y de autoexamen, porque la mera elaboración del informe conlleva en sí misma un ejercicio de autocrítica que consideramos un elemento esencial del Examen Periódico Universal. 
En el proceso no solamente hemos implicado a los Ministerios y a otras instituciones del Estado, sino también, y muy especialmente, a la sociedad civil, a la que quiero aprovechar para agradecer su participación activa y comprometida en las distintas reuniones que hemos convocado para debatir sobre la elaboración del informe. Los comentarios y aportaciones de las organizaciones de la sociedad civil han sido extremadamente útiles para enfocar nuestros planteamientos y para comprender mejor cómo se perciben las leyes y políticas promovidas por el Gobierno. Este es, sin duda, otro de los efectos positivos del Examen Periódico Universal, esa interacción que promueve con las organizaciones de sociedad civil, un actor esencial en el ámbito de los derechos humanos. Todo ello, obviamente, sin perjuicio de la potestad que ellas tienen de presentar sus propios informes al Consejo de Derechos Humanos, y que también nos merecen todo el interés y que tendremos muy en cuenta como lo hemos venido haciendo en el pasado. Quisiera aquí hacer una mención específica a la ONG UPRInfo, por ser la única especializada en el seguimiento del Examen Periódico Universal, y por promover con sus actividades una mayor visibilidad y eficacia de este ejercicio, y un mejor conocimiento de las posiciones de los Estados y de las organizaciones de sociedad civil activas en materia de derechos humanos.  

La institución nacional de derechos humanos, que en España recibe el nombre de Defensor del Pueblo, ha participado también en el proceso en calidad de observadora. Asimismo, y en aplicación de las resoluciones adoptadas por este Consejo sobre la participación de los parlamentos nacionales en el Examen Periódico Universal, hemos remitido el informe al Parlamento, y mantendremos un diálogo fluido con el Congreso de los Diputados y con el Senado sobre el seguimiento de este examen. 

Hasta aquí lo relativo al proceso de elaboración del informe. 

2.2. Una respuesta detallada y actualizada

Por lo que se refiere a su contenido, el informe que hoy se examina está principalmente basado en recomendaciones que recibimos en 2010, una buena parte de las cuales fueron recogidas en el informe intermedio que voluntariamente presentamos en 2012; pero también en los desarrollos y acontecimientos que se han producido en nuestro país en los últimos años, y muy en particular las medidas de ajuste presupuestario adoptadas para hacer frente a la crisis económica y financiera internacional que tuvo, y todavía tiene, importantes repercusiones en nuestro país. Muchas de estas medidas de ajuste respondían además en nuestro caso a las normas acordadas en el seno de la UE, una de las zonas económicas que más fuertemente han sufrido el impacto de la crisis. A este respecto, quisiera reiterarles que tenemos en cuenta los criterios establecidos por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre la necesidad de que las  medidas de ajuste sean en todo caso proporcionales, no regresivas, no discriminatorias, temporales y necesarias. Esto se ha cumplido cabalmente en España y el efecto positivo de las duras medidas adoptadas con claros signos de recuperación económica nos permiten ahora vislumbrar un futuro mucho más esperanzador que nos va a posibilitar dar un nuevo impulso a muchas de las políticas activas que se habían venido desarrollando en el pasado. 

3. CAPÍTULOS MÁS DESTACADOS DEL INFORME

Permítame, Señor Presidente, referirme ahora con algo más de  detalle al contenido del informe que España ha elaborado con motivo del Examen Periódico Universal: 

3.1. Instrumentos internacionales
Siguiendo el esquema propuesto por la Oficina del Alto Comisionado, el informe se refiere en primer lugar a los instrumentos ratificados desde 2010 por España, a los que me referiré en detalle más adelante.  

3.2. Ámbito institucional
El informe pone además de manifiesto las mejoras de carácter institucional introducidas en mi país desde 2010. Mencionaré en primer lugar a la creación en las fiscalías de todas las provincias de España de servicios especializados en materia de delitos de odio y discriminación, lo que permite aportar una respuesta contundente por parte de la Administración de Justicia ante este tipo de criminalidad en toda España en su sentido más amplio, incluyendo todo tipo de discriminación, ya sea por razón de la etnia, nacionalidad, sexo, orientación sexual o identidad de género. Igualmente me gustaría resaltar la creación de la figura de un Ponente Nacional sobre Trata de seres humanos, imbricado en el Ministerio del Interior, con el fin de mejorar la coordinación de las distintas instituciones que luchan en España y fuera de ella contra la trata de seres humanos. 

3.3. Ámbito normativo
El informe refleja asimismo los cambios introducidos en el ámbito normativo, entre los que me gustaría resaltar especialmente la reforma en curso del Código penal, que está actualmente en fase parlamentaria, y que introduce novedades de calado en diversos ámbitos de interés para los derechos humanos. Esta reforma, entre otras cuestiones: 

· tipifica como delito el matrimonio forzado, 
· refuerza la protección de las víctimas de la violencia de género,
· revisa la tipificación de la explotación sexual y la prostitución forzada, con especial énfasis en las víctimas de trata más vulnerables, 
· y refuerza la protección de los menores frente a delitos contra su libertad sexual. 
Me gustaría mencionar que en el marco de esta reforma, y como consecuencia de las recomendaciones en ese sentido del Comité de desapariciones forzadas tras el examen del I informe presentado por España sobre la Convención de Desapariciones Forzadas, así como del   Grupo de trabajo de desapariciones forzadas tras su visita a España, se ha introducido la tipificación autónoma del delito de desaparición forzada, acorde con lo establecido en la Convención. Doy con ello respuesta a una de las preguntas que nos han sido planteadas por escrito por Alemania. 

La reforma en curso del Código penal introduce también otras novedades de relevancia, como el delito de trata de seres humanos como delito desvinculado del tráfico ilegal de inmigrantes, y la revisión de la regulación de los delitos de odio. 

4. RESPUESTAS A LAS RECOMENDACIONES DE 2010

Dedicaré ahora unos minutos a explicar las medidas adoptadas en estos últimos años en aplicación de las recomendaciones recibidas en el Examen Periódico Universal de 2010, convencido de que es por la vía del examen colectivo y la adopción de medidas correctoras como todos podemos seguir mejorando en el respeto y la promoción de los derechos humanos. 

4.1. Plan nacional de derechos humanos
Algunas de las recomendaciones recibidas en 2010 se referían a la adopción de un Plan nacional de derechos humanos. Tras un amplio periodo de intensas consultas, es la intención de este Gobierno adoptar un nuevo plan, esta vez no vinculado a ninguna legislatura, sino que tenga un horizonte temporal más amplio, que ponga de manifiesto que el compromiso con los derechos humanos no depende de cambios de Gobierno, sino que es una verdadera política de Estado, independiente del signo del partido que esté en el poder en cada momento. Este proceso está en curso, y doy con ello respuesta a una pregunta escrita que nos ha hecho llegar Países Bajos. 

Me gustaría también señalar que, con independencia de la existencia de un plan genérico en materia de derechos humanos, en el tiempo transcurrido desde  nuestro primer EPU se han aprobado, aplicado o avanzado en la elaboración de varios planes sectoriales,  a algunos de los cuales tendré ocasión de referirme más en concreto a lo largo de mi intervención. 

4.2. No discriminación por razón de género
 Varias de las recomendaciones recibidas en 2010 se referían a la no discriminación por razón de género, especialmente en el ámbito laboral. Sin perjuicio de que en un momento posterior me refiera más en detalle a las  numerosas mejoras tanto legislativas como de políticas públicas que se han adoptado y en particular el Plan Estratégico para la Igualdad de Oportunidades 2014-2016, quisiera ahora poner de manifiesto la  convicción y determinación de mi Gobierno para seguir promoviendo la igualdad de oportunidades en todos los ámbitos. Es un camino largo en el que queda mucho por hacer, pero también en el que se han producido importantes avances, que creo es importante reconocer en su justa medida.

4.3. Lucha contra la violencia de género
Muchas de las recomendaciones recibidas en 2010 se referían a la lucha contra la violencia de género.  Se trata aquí de una de las manifestaciones más graves, seguramente la más grave de todas, de la desigualdad. Porque estamos convencidos de que sólo luchando por la igualdad conseguiremos erradicar de nuestras sociedades la violencia de género. En España llevamos ya años con un sistema de recopilación de datos sobre violencia de género que es reconocido como vanguardista y modélico en muchos sentidos. De hecho, la visibilidad de este tipo de violencia es el primer resultado de esta política de transparencia y concienciación.

Sin querer minimizar ni por un momento el número de mujeres que mueren por ser mujeres, ya que una sola víctima ya son demasiadas, me gustaría señalar que, como ha sido reconocido por diversas instituciones internacionales, y como prueban las múltiples consultas que las instituciones de lucha contra la violencia de género de mi país reciben de otros países, lo cierto, y lo que me gustaría poner de manifiesto es que somos uno de los pocos países en el mundo con cifras oficiales sobre violencia de género. Esto se refleja en el informe  publicado en mayo de 2014 por la Agencia Europea de Derechos Fundamentales, que ha puesto de manifiesto la dimensión del problema en la Unión Europea.  
Reitero que, lejos de toda complacencia, mi Gobierno mantiene con convicción y firmeza una política de tolerancia cero frente a la violencia de género. Esta política se cifra en ámbitos diversos pero complementarios a los que con mucho me gusto me referiré en concreto en una intervención posterior.

4.4. Trata de seres humanos
Vinculado también a los temas de género, permítanme a continuación referirme a un fenómeno criminal transnacional, la trata de seres humanos, que motivó varias preguntas y recomendaciones cuando en 2010 nos sometimos por primera vez a este ejercicio. Ya me he referido al principio de mi intervención a la creación de la figura del Ponente Nacional contra la Trata, y a la tipificación del delito de trata en el Código penal como algo distinto del delito de tráfico ilegal de migrantes. Junto a ello, estamos trabajando, como queda recogido en el informe nacional, en la mejora de los mecanismos de identificación de víctimas de trata, un empeño en el que juegan un papel esencial las organizaciones de sociedad civil especializadas en este ámbito, a las que quisiera aprovechar para rendir tributo. Además de las medidas adoptadas en el plano interno para promover la colaboración de las víctimas, especialmente las extranjeras en situación irregular, y para diseñar una actuación policial especializada y eficaz, se han adoptado también medidas para mejorar la cooperación internacional, esenciales al tratarse de un fenómeno con una clara dimensión transnacional. 

4.5. Racismo y xenofobia
Otro grupo importante de recomendaciones recibidas en 2010 se refería a cuestiones vinculadas a la discriminación de carácter racial y a la xenofobia.  En este ámbito, junto a las mejoras legislativas e institucionales a las que ya me he referido, quisiera destacar la adopción, en noviembre de 2011, de la Estrategia Integral  contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y otras formas conexas de intolerancia, que constituye el documento de referencia esencial que marca las pautas para la lucha contra la discriminación de este tipo en España. Junto a ello, y recogiendo una recomendación del Relator Especial contra formas contemporáneas de racismo tras su visita a España, se está desarrollando el Mapa de la Discriminación en España, cuyo objetivo es mejorar la recogida de datos y estadísticas oficiales en relación con incidentes y delitos discriminatorios en general. La mejora del sistema estadístico nacional, también objeto de recomendaciones en 2010, se ha cifrado en la reforma en 2011 del Sistema Estadístico de Criminalidad, para incluir la  definición de racismo o xenofobia propuesta por la Comisión Europea contra el Racismo y la Xenofobia (ECRI). Se ha mejorado también la formación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado  para la identificación de incidentes racistas y xenófobos y desde 2012 se empezaron a publicar datos de incidentes racistas y xenófobos. Desde 2013, además, se publican informes sobre incidentes relacionados con delitos de odio. Para mejorar la atención a las víctimas, se ha creado un servicio de asistencia independiente a las víctimas de discriminación por su origen racial o étnico, cuya dotación presupuestaria se ha mantenido estable los últimos años. 
También en este ámbito se ha seguido avanzando en las medidas orientadas a la integración socio-laboral y educativa de la población gitana. Quisiera mencionar la Estrategia Nacional para la inclusión social de la población gitana en España, que incluye objetivos cuantitativos a alcanzar con un horizonte temporal determinado, el año 2020, en cuatro áreas clave para la integración: educación, empleo, vivienda y salud. 

4.6. Inmigración, asilo y refugio
Otras de las recomendaciones recibidas por mi país en 2010 se englobaban bajo el epígrafe de inmigración, asilo y refugio. Mencionaré aquí tan sólo, sin perjuicio de poder profundizar más adelante, el Segundo Plan Estratégico de Ciudadanía e Integración, 2011-14, que cuenta con un instrumento financiero, el Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración Social de Inmigrantes. Con el fin de atender a las necesidades particulares de los migrantes menores de edad, y conscientes de la seriedad de la situación, en julio de 2014 se aprobó un Protocolo Marco sobre determinadas actuaciones en relación con los menores extranjeros no acompañados, elaborado en estrecha colaboración con varios Ministerios y la Fiscalía General del Estado.
Por lo que se refiere a los Centros de Internamiento de Extranjeros, objeto de preocupación de varios  órganos de tratados y procedimientos especiales en estos últimos años, quiero recordar en primer lugar que no se trata de centros penitenciarios, sino de establecimientos cuya finalidad es exclusivamente cautelar y preventiva, y en los que el internamiento se lleva a cabo siempre bajo autorización y supervisión judicial. Para garantizar que el funcionamiento de estos centros cumple con las exigencias internacionales, y en aplicación de recomendaciones de órganos de tratados y procedimientos especiales, en marzo de 2014 se aprobó el Reglamento de funcionamiento y régimen interior de los mismos, que recoge una serie de garantías, como el derecho de ONGS e internos a estar en contacto y la puesta en libertad inmediata cuando cesen las circunstancias que motivaron el ingreso, también una de las recomendaciones que hemos recibido de diversas fuentes.  

Más adelante podremos volver sobre la cuestión, pero me gustaría referirme aquí a un tema que ha sido suscitado por algún órgano de derechos humanos, así como en una pregunta escrita de la República checa. Me refiero a la situación en Ceuta y Melilla. Estas dos ciudades autónomas están siendo objeto de una extraordinaria presión migratoria en los últimos meses, con episodios reiterados de asaltos a las fronteras. Los Centros de Estancia Temporal de Inmigrantes, presentes en ambas ciudades, son centros de régimen abierto que tienen por objeto la prestación de servicios sociales básicos a inmigrantes en situación irregular y solicitantes de asilo. Ambos centros se encuentran actualmente, como consecuencia de la presión migratoria a la que me he referido, en situación de sobre ocupación, más grave en el caso de Melilla, que casi cuadriplica su capacidad, con cerca de 2000 residentes y capacidad sólo para unos 500. Con el fin de dar respuesta a la pregunta escrita de la República Checa, para hacer frente a este situación, se ha pedido ayuda financiera a la Comisión Europea, con el fin de llevar a cabo las necesarias reformas estructurales en los centros de Estancia Temporal de Inmigrantes. Asimismo, el Gobierno asegura los servicios básicos de alojamiento, vestuario, manutención, higiene, limpieza y seguridad, a los que se suman servicios especializados como por ejemplo información a solicitantes de asilo, especial atención a menores, lucha contra la trata de seres humanos, y programas sanitarios, de formación y de ocio.

Con el fin de hacer frente al incremento de las demandas de protección internacional, el Gobierno ha decidido establecer en los puestos fronterizos de Ceuta y Melilla Oficinas de Asilo y Refugio para poder tramitar las solicitudes in situ. Esta iniciativa supone un refuerzo del acceso al sistema de protección internacional, y ha sido acogida positivamente por el Comisario para los derechos humanos del Consejo de Europa, que visitó Melilla la pasada semana. 

Quisiera llamar la atención en este punto sobre la necesidad de ejercer la solidaridad con los países que por su situación geográfica experimentan una mayor presión migratoria, así como la necesidad de incrementar la cooperación internacional para luchar contra las mafias y grupos de criminalidad organizada que comercian con el tráfico de migrantes y la trata de seres humanos. En este ámbito mucho se ha hecho en el seno de la Unión Europea, pero mucho cabe todavía por hacer. 
4.7. Tortura y malos tratos
En materia de lucha contra la tortura y los malos tratos, objeto de alguna recomendación en 2010, y de una pregunta escrita por parte de Países Bajos, quisiera señalar que la institución nacional de derechos humanos, el Defensor del Pueblo, tiene atribuidas las funciones del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura. Junto a ello, el Tribunal Constitucional tiene una jurisprudencia consolidada para pedir a todos los juzgados y tribunales que extremen el celo en la investigación de las denuncias por malos tratos policiales. En el marco de la reforma en curso de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se introducen modificaciones que tienen como objeto el incremento de las garantías frente a la tortura o los malos tratos, y novedades en el régimen de detención incomunicada, en las que posteriormente profundizaré, ya que me consta, entre otras cosas por las preguntas recibidas por escrito,  que es un tema que suscita gran interés. 

4.8. Acceso a la Justicia y protección de las víctimas
Por lo que se refiere al ámbito del acceso a la Justicia y la protección de las víctimas, la crisis económica y financiera ha supuesto también en este campo un verdadero reto en relación a la sostenibilidad del programa de asistencia jurídica gratuita. Frente a ello, se ha tratado de preservar el acceso a la justicia de los colectivos más vulnerables, como víctimas de la violencia de género, de terrorismo, de trata de seres humanos, menores o personas con discapacidad, para que en ningún caso vean mermado su derecho a la asistencia jurídica gratuita. Por lo que se refiere a la protección de las víctimas, me gustaría añadir que el Gobierno ha aprobado un Proyecto de Ley del Estatuto de la Víctima del Delito que pretende dar una respuesta lo más amplia posible, no sólo jurídica, sino también social, a las víctimas. Una respuesta no sólo reparadora del daño y en el marco de un proceso penal, sino minimizadora de otros efectos traumáticos que la condición de víctima puede generar y con independencia de su situación procesal. Se aglutina así, en un solo texto legislativo, el catálogo de derechos de las víctimas, lo que facilitará la aplicación de la norma, ya que las víctimas conocerán todos sus derechos acudiendo a un solo texto normativo.

Interesa destacar que, en materia de víctimas del terrorismo, España ha desarrollado un avanzado sistema integral de apoyo y reconocimiento a las mismas, que se fundamenta en la actualidad en la Ley  de 2011 sobre Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo. 

4.9. Infancia
Un capítulo que ha merecido una atención muy especial de mi Gobierno es el de los derechos de la infancia. Junto a una serie de medidas legislativas de carácter penal para mejor proteger sus derechos que han quedado reflejadas en el informe escrito que España ha presentado, quisiera señalar aquí que somos muy conscientes del grave impacto que la crisis económica ha tenido en la infancia.  Por ello estamos trabajando en coordinación con la sociedad civil especializada para hacer frente al reto que esto supone. Los índices de pobreza infantil siempre fueron comparativamente altos en España, pero la disminución de los ingresos por familia como consecuencia de la crisis económica y el impacto del desempleo en las familias han supuesto un castigo al que el Gobierno está intentando hacer frente con una serie de medidas a las que con gusto me referiré más en detalle a lo largo de esta sesión. 

4.10. Personas con discapacidad
Paso ahora a referirme a otro ámbito, el de los derechos de las personas con discapacidad. El proceso de adaptación de nuestra legislación a la Convención sobre derechos de personas con discapacidad ha estado presidido por la adopción de una serie de normas que se suman a los trabajos impulsados para reformar el Código civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil para incorporar elementos de la citada Convención así como recomendaciones del Comité de derechos de personas con discapacidad tras el examen en 2011 del 1er informe de España. Estos esfuerzos fueron premiados internacionalmente con la concesión en 2013 a mi país del Premio Roosevelt en reconocimiento a las políticas de apoyo a la discapacidad y a la efectiva realización de los derechos de las personas con discapacidad. Somos conscientes, sin embargo, de los retos pendientes en ámbitos como la integración sociolaboral, la no discriminación, o la educación inclusiva y para ello en septiembre de 2014 adoptamos el Plan de Acción con vigencia hasta 2016. 

4.11. Educación
En materia de derecho a la Educación, quisiera partir de la base de que la educación en España es inclusiva, igual, obligatoria y gratuita hasta los 16 años, y que las tasas de inversión por alumno en educación pública, la ratio de alumnos por profesor, y el gasto porcentual en educación pública infantil son positivas en comparación con los países de nuestro entorno.  En diciembre de 2013 fue aprobada la Ley Orgánica de Mejora de la Calidad Educativa, la LOMCE, cuyo objetivo principal  es reducir la tasa de abandono prematuro de la educación, mejorar los resultados educativos de acuerdo con criterios internacionales y mejorar la empleabilidad y el espíritu emprendedor de los estudiantes. 

4.12. Salud
Por lo que se refiere al derecho a la salud, ,mi Gobierno inició en 2012 un proceso de reforma que persigue la sostenibilidad del sistema nacional de salud, y que mantiene un nivel de asistencia a inmigrantes en situación irregular similar al de los países de nuestro entorno, con garantía de asistencia sanitaria en casos de urgencia, asistencia al embarazo, parto y post-parto, y asistencia pediátrica a menores de 18 años en las mismas condiciones que cualquier otro ciudadano español o con residencia legal en España. Doy con ello respuesta a las preguntas escritas planteadas por Eslovenia y Países Bajos, sin perjuicio de que en una intervención posterior podamos ofrecer información detallada al respecto. 

4.13. Vivienda
Finalmente, paso a referirme al derecho a la vivienda. En España la crisis económica y financiera ha estado muy vinculada a la situación financiera internacional y también a un modelo de crecimiento que durante muchos años fue un éxito, pero que estaba basado primordialmente en el sector de la construcción, sobre el que la crisis económica ha tenido consecuencias muy graves, en términos de desempleo y también en términos financieros. Durante los últimos años se han adoptado diversas leyes y políticas públicas destinadas a equilibrar las dos formas de acceso a la vivienda, alquiler y compra, a fomentar el alquiler social, la protección de la vivienda y a proteger a los deudores hipotecarios, a las que podré referirme más adelante si así me lo solicitan los participantes en esta sesión.

5. CONCLUSIÓN.

5.1. Una voluntad firme
Señor Presidente, el Examen Periódico Universal supone un  ejercicio de transparencia, de honestidad y de autocrítica. Creo que es de justicia reconocer que en España contamos con un marco legislativo e institucional muy avanzado, pero que necesitamos mejorar en su aplicación. Para ello además de la voluntad política, que existe de forma clara, son también necesarios recursos, que han sido escasos por causa de la crisis financiera y los ajustes adoptados por la situación presupuestaria. Prueba de la voluntad política que impulsa nuestra acción es que mi Gobierno ya ha anunciado las primeras medidas para revertir los efectos del ajuste en los más desfavorecidos, y de las que me gustaría citar aquí algunos ejemplos. 

5.2. Medidas de recuperación
- En primer lugar, la reforma fiscal que ha entrado en vigor hace pocos días, el 1 de enero de este año. Esta reforma del impuesto sobre la renta de las personas físicas se caracteriza por una bajada generalizada del impuesto que afecta de manera particular a los contribuyentes con rentas más bajas, con el objetivo de disminuir la presión fiscal sobre las rentas del trabajo, incrementando así la renta disponible de los trabajadores y fomentando el empleo, factores ambos claves en la reducción de la pobreza. Adicionalmente, la reforma fiscal otorga un mejor tratamiento a las familias, mediante el incremento de los mínimos personales y familiares. Pero también y sobre todo, a través de la creación de tres nuevos impuestos negativos, que operan como subvenciones pagaderas a los contribuyentes, y destinadas a familias numerosas o con personas con discapacidad. Finalmente, la reforma mejora la redistribución de la renta y la progresividad del impuesto. 

- En segundo lugar, el presupuesto para 2015 realiza un esfuerzo especial en materia de gasto social, que pasa a representar el 53,9% del gasto total consolidado, frente al 52,7% del año pasado, incluyendo un incremento del 3,2% en materia de pensiones. Ello supone la plasmación del compromiso de que las políticas de contención del déficit no afecten al Estado del bienestar, que ha sido uno de los objetivos permanentes de este Gobierno. 

- Finalmente, me gustaría destacar algunas iniciativas en materia de empleo, como el  Plan Anual de Política de Empleo 2014, o la Estrategia de activación para el empleo 2014-16. 
5.3. Agradecimiento a los participantes
Señor Presidente, venimos dispuestos a escuchar con atención y respeto las recomendaciones y preguntas de los Estados participantes en el ejercicio, a quienes agradezco de antemano su interés y participación. Sus comentarios, sugerencias y críticas permitirán a mi país seguir mejorando en el respeto y promoción de los derechos humanos, que, como señalaba al principio, es una aspiración de toda la sociedad española.  
Concluyo aquí la primera parte de mi intervención. Muchas gracias, señor Presidente. 
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